	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL


	


Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO

En el procedimiento de estabilidad que sigue la ciudadana LUZMILA CAMPOS BORBOA, representada por los abogados Raúl Mora Albornoz, Dulce María Fuemayor Ríos, Dubar José Fuenmayor Ríos, Nelly Cermeño Torrivilla y Luis Mariano Rivera Velásquez, contra la sociedad mercantil BANCO INDUSTRIAL DE VENEZUELA, C.A., representada por los abogados Fabiola Milagros Hernández Malavé, Rodrigo de Castro Galavís, César Sánchez Medina, Félix Milano Carreño, Yathalí Fermín Escaray, Rebeca Santana, Alicia Magdeline Perdomo Barreto, Ronald Flores, Christian Gómez y José Luis Figuera, el Juzgado de Primera Instancia del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, en fecha 15 de julio de 2003, declaró con lugar la impugnación de las cantidades consignadas por la demandada para dar por terminado el procedimiento de calificación de despido  y ordenó pagar las prestaciones sociales y demás indemnizaciones correspondientes al despido injustificado y los salarios caídos, revocando la sentencia proferida por el Juzgado Segundo del Municipio Juan Antonio Sotillo de la misma Circunscripción Judicial, que declaró con lugar la demanda.

Contra esa decisión, por escrito presentado en fecha 20 de noviembre de 2003, interpuso la demandada el recurso de control de la legalidad previsto en el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, ante el Juzgado Primero Transitorio de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui.

Recibido el expediente, fue admitido por esta Sala de Casación Social el 6 de mayo de 2004. En fecha 25 de mayo de 2004, la parte actora consignó contestación al recurso de control de la legalidad.

Concluida la sustanciación del recurso, se fijó la audiencia oral, pública y contradictoria para el día 10 de junio de 2004, bajo la ponencia del Magistrado Juan Rafael Perdomo.

Siendo la oportunidad para decidir lo hace esta Sala, previas las siguientes consideraciones:

RECURSO DE CONTROL DE LA LEGALIDAD
Expone el recurrente que la sentencia recurrida violó normas de orden público contraviniendo lo establecido en los artículos 133 y 146 de la Ley Orgánica del Trabajo, que definen los conceptos que tienen carácter salarial, así como el salario base para el cálculo de las prestaciones sociales. 

Adicionalmente señala que violó jurisprudencia de la Sala de Casación Social en sentencias Nº 459 y Nº 463 de fecha 10 de julio de 2003 que establecen que los salarios caídos causados por el procedimiento de estabilidad se generan a partir de la contestación de la demanda y que las diferencias en el monto consignado por salarios caídos, prestaciones sociales e indemnizaciones laborales deben ser reclamadas por el procedimiento ordinario de cobro de diferencia de prestaciones sociales.

Por último alega que la recurrida violó la norma de orden público contenida en el artículo 95 del Decreto con fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República cuando no se ordenó la notificación al Procurador General de la República siendo que el Estado posee más del cincuenta por ciento (50%) del capital social de la empresa demandada.

La representación de la parte actora en su escrito de contestación alegó que los conceptos laborales demandados y condenados a pagar por el tribunal tales como prestaciones sociales, salarios caídos, cesta tickets y demás indemnizaciones laborales, constituyen salarios de conformidad con la Convención Colectiva del referido banco y derechos adquiridos por la Ley Orgánica del Trabajo. Así mismo señala que no puede la recurrente alegar que la recurrida de fecha 24 de marzo de 2003 violó la jurisprudencia dictada el 10 de julio de 2003, por cuanto para la fecha en que se dictó la sentencia recurrida la jurisprudencia no había sido dictada.

La Sala observa:

Los artículos 94, 95 y 96 del Decreto con fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República ordenan la notificación al Procurador General de la República de cualquier demanda, excepción o sentencia que directa o indirectamente obre contra los intereses patrimoniales de la República, constituyendo la omisión de ésta, causal de reposición que puede ser declarada de oficio o a petición de parte.

En el caso concreto, se observa en las actas que siendo la empresa demandada una empresa del Estado, no se practicó notificación alguna al Procurador General de la República, violando normas de orden público establecidas en los artículos 94, 95 y 96 del Decreto con fuerza de Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. Sin embargo, tratándose de un procedimiento especial, en el cual la demandada decidió ponerle fin al proceso consignando las cantidades debidas de conformidad con el artículo 126 de la Ley Orgánica del Trabajo, la Sala considera, por aplicación de los artículos 26 y 257 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, que no es procedente la reposición de la causa al estado de notificar al Procurador General de la República por constituir una reposición inútil.

Adicionalmente, el Tribunal de alzada conoce de la apelación de las partes actora y demandada en la incidencia por la impugnación del monto consignado por la demandada de conformidad con el artículo 126 de la Ley Orgánica del Trabajo.

Examinados los alegatos y pruebas de las partes, el Tribunal Superior declara con lugar la impugnación del monto consignado y ordena pagar la diferencia en prestaciones sociales calculada con base en el salario integral y los salarios caídos desde la fecha del despido.

El artículo 146 de la Ley Orgánica del Trabajo establece que la prestación de antigüedad establecida en el artículo 108 eiusdem se calculará con base en el salario devengado en el mes correspondiente, y las indemnizaciones previstas en el artículo 125 eiusdem se calcularán con base en el salario devengado en el último mes de labores.

Por su parte, el artículo 133 de la ley Orgánica del Trabajo define el salario y los conceptos que lo integran.

La recurrida al incorporar al salario conceptos que de conformidad con el artículo 133 anteriormente referido no lo integran, y utilizar este salario para el cálculo de la prestación  de antigüedad, indemnizaciones por despido injustificado y salarios caídos, violó normas de orden público contraviniendo lo establecido en los artículos 133 y 146 de la Ley Orgánica del Trabajo.

Por último, la jurisprudencia de la Sala de Casación Social en sentencia Nº 459 de fecha 10 de julio de 2003 establece que los salarios caídos causados por el procedimiento de estabilidad se generan a partir de la contestación de la demanda.

De la revisión de las actas que conforman el expediente se evidencia que la sentencia impugnada no fue dictada el 24 de marzo de 2003 como alega el contrarrecurrente y lo expresa el fallo en su parte dispositiva, sino el 15 de julio de 2003 como aparece al inicio de la misma, razón por la cual sí se debía aplicar la jurisprudencia de la Sala de Casación Social publicada antes de pronunciar su decisión y en consecuencia, al ordenar el pago de los salarios caídos a partir de la fecha del despido está violando la jurisprudencia anteriormente mencionada.

En consecuencia, se declara procedente el control de la legalidad.

DECISIÓN DE LA CONTROVERSIA

En el caso concreto la controversia se limita a determinar si la suma consignada por el patrono es o no suficiente para poner fin al procedimiento en conformidad con lo dispuesto en el artículo 126 de la Ley Orgánica del Trabajo, y por ello, se procederá a calcular las cantidades debidas de conformidad con las disposiciones laborales y la Convención Colectiva del Trabajo del Banco Industrial de Venezuela.

Salario básico mensual

Bs.493.264,00           diario Bs.16.442,13

Utilidades contractuales

Bs.246.631,95

Bono vacacional


Bs.102.763,31

Caja de ahorros 13%


Bs.  64.124,32

Salario Normal mensual

Bs.906.783,58           diario Bs.30.392,79

 

Con base en salario normal:

Prestación Antigüedad (Art. 108 LOT)


Bs.   6.647.129,63

Indemnización Antigüedad (Art. 125 LOT)


Bs. 20.856.022,34

Con base en salario básico:

Preaviso (90 días)





Bs.   1.479.492,00

Vacaciones fraccionadas 01/02 (13,33 días)


Bs.      219.173,59

Bono vacacional fraccionados. 01/02 (31,25 días)

Bs.      513.816,56

Salario días trabajados (6 días)



Bs.        98.652,80

Utilidades contractuales 02
(33 días)


Bs.      542.590,40







Total
Bs. 30.357.177,47

Salarios caídos (desde la contestación hasta la consignación) 0 días Bs.   0,00

Menos deducciones:

Anticipo Prestaciones Sociales



Bs.    3.145.000,00








Total
Bs. 27.212.177,47

 

Ahora bien, la suma adeudada por el patrono es de veintisiete millones doscientos doce mil ciento setenta y siete bolívares con cuarenta y siete céntimos (Bs. 27.212.177,47) y la suma consignada es de veintisiete millones cuatrocientos cinco mil ciento veintiún bolívares con diez céntimos (Bs. 27.405.177,10), razón por la cual, en aplicación del artículo antes indicado, es improcedente la impugnación del monto consignado y, en consecuencia se declara terminado el procedimiento.

DECISIÓN

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1º CON LUGAR el recurso de control de la legalidad propuesto por la empresa recurrente, y en consecuencia se anula la sentencia proferida por el Juzgado de Primera Instancia del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, en fecha 15 de julio de 2003; y, 2º SIN LUGAR la impugnación del monto consignado. En consecuencia, se declara terminado el procedimiento.

Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Coordinadora Judicial para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, para que lo envíe al Juzgado de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Régimen Procesal Transitorio del Trabajo. 
Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los  diecisiete (17) días del mes de junio de dos mil cuatro. Años: 194º de la Independencia y 145º de la Federación.
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